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..tres de septiembre de dos mil veintiséis...
…

Audiencia constitucional. En Zacatecas, 

Zacatecas, a las diez horas con cuarenta minutos del 
tres de septiembre de dos mil veintiséis, hora y fecha 

señaladas en auto de doce de junio de la presente 

anualidad, para la celebración de la audiencia 

constitucional en el juicio de amparo 869/2026.

La licenciada María Citlallic Vizcaya Zamudio, 

Jueza Segundo de Distrito en el Estado de Zacatecas, 

asistida de la licenciada Verónica Araceli Loera 
Raudales, secretaria con quien actúa y da fe, la declaró 

abierta sin la comparecencia de las partes.

Acto seguido, la secretaria realiza una lectura 

íntegra del escrito relativo a la demanda de amparo, 

procede a hacer una relación de las constancias que 

obran en autos; al respecto, da cuenta con los informes 

justificados rendidos por las autoridades responsables 

Director General y Sub Directora de Egresos, ambos 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado de Zacatecas.

A continuación, la Jueza acuerda: con fundamento 

en el artículo 117 de la Ley de Amparo, ténganse por 

rendidos los informes justificados de las autoridades 

responsables; así mismo, con las constancias 

relacionadas por la secretaria hágase nueva relación en 

el momento procesal oportuno.

Abierto el periodo de pruebas, se da cuenta con 

las constancias reseñadas por la secretaria; pruebas que 

se tienen por admitidas y desahogadas en atención a su 

propia y especial naturaleza de conformidad con los 

artículos 119 y 123 de la Ley de Amparo. Sin más 

pruebas por desahogar se cierra el presente periodo. 
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Abierto el periodo de alegatos, se hace constar 

que no se recibió promoción alguna, por lo que se tiene 

por perdido el derecho de las partes para formular 

alegatos y el del Ministerio Público para presentar 

pedimento, por ende, al no existir promoción alguna qué 

acordar se cierra este periodo.

Al no existir más pruebas ni alegatos por 

relacionar, se declaran vistos los autos para dictar la 

siguiente resolución.

VISTOS, para resolver los autos del juicio de 

amparo 869/2026, promovido por  ***** ******** *** 

*** ******, por propio derecho, contra actos del 

Director General del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas, y otra autoridad; y,

RESULTANDO:

PRIMERO. Presentación de la demanda. Por 

escrito recibido el veintinueve de abril de dos mil 

veintiséis en la Oficina de Correspondencia Común de 

los Juzgados de Distrito en el Estado de Zacatecas, 

***** ******** *** *** ******, por propio derecho, 

solicitó el amparo y protección de la justicia federal 

contra el acto y autoridades que más adelante se 

precisan.

SEGUNDO. Admisión y trámite. Mediante 

acuerdo de treinta de abril de dos mil veintiséis, la titular 

de este Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 

Zacatecas, al que por razón de turno correspondió 

conocer de la demanda, ordenó registrarla con el número 

869/2026 y la admitió a trámite; solicitó a las autoridades 

responsables su informe justificado; dio la intervención 

legal que compete al agente del Ministerio Público de la 
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Federación adscrito, y señaló hora y fecha para la 

celebración de la audiencia constitucional, la cual, previo 

diferimiento, se celebró al tenor de los párrafos que 

anteceden; y

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Segundo 

de Distrito en el Estado de Zacatecas, con residencia en 

la capital del mismo nombre, es competente para 

conocer y resolver el presente juicio de amparo, 

conforme lo dispuesto por los artículos 103 fracción I y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 37 de la Ley de Amparo; 46 y 54 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como 

en los artículos 1º, fracción XXIII, 2º fracción XXIII punto 

3 y 4º fracción XXIII, del Acuerdo General 3/2013 del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los 

Circuitos Judiciales en que se divide la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales de Circuito 

y de los Juzgados de Distrito; ya que se reclama un acto 

de naturaleza administrativa que no tiene ejecución 

material, por lo que se actualiza la hipótesis a que se 

refiere el párrafo tercero del artículo 37 de la Ley de 

Amparo1. 

SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. La 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sentado el 

criterio de que el juez constitucional debe interpretar el 

escrito de demanda en su integridad con un sentido de 

liberalidad y no restrictivo, con el objeto de determinar 

con exactitud la intención del promovente, razón por la 

1“Artículo 37. (…)
Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material es competente el juez 
o jueza de distrito en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda.”
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cual está constreñido a armonizar los datos y elementos 

que lo conforman, sin cambiar su alcance y contenido, 

de tal suerte que la sentencia que dicte en el juicio de 

amparo contenga la fijación clara y precisa del acto o 

actos reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 

74, fracción I, de la Ley de Amparo.

Así, se tiene que la parte quejosa reclama:

Del Director General y Sub Directora de 
Egresos, ambos del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas.

- La omisión de realizar el pago por concepto de 

devolución de cuotas, autorizado en el dictamen 

************, de veinte de febrero de dos mil 

veinticinco.

TERCERO. Existencia del acto reclamado. Es 

cierto el acto reclamado a las autoridades responsables 

Director General y Sub Directora de Egresos, ambos 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado de Zacatecas, detallado en el 

considerando que antecede, pues así lo manifestaron al 

rendir su informe justificado. 

Máxime que el acto reclamado es de naturaleza 

omisiva, por lo que en principio debe establecerse si 

existe la obligación a cargo de la autoridad de realizar 

determinada conducta y que se haya incumplido con 

ésta, ello a fin de determinar si existió una omisión por 

parte de la autoridad responsable. 

Así, para analizar la existencia de un acto de 

carácter omisivo atribuido a la autoridad, es obligación 

del juzgador de amparo analizar precisamente ese 
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aspecto, es decir, que la autoridad se encontraba en 
condiciones y tenía la obligación de llevar a cabo 

determinada conducta; pues de no ser así lo que se 

configura es una inexistencia del acto, derivando en un 

sobreseimiento en el juicio. 

Lo anterior encuentra sustento en jurisprudencia 

2a./J. 99/2018 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto 

siguientes:

“ACTOS OMISIVOS. CUANDO LA AUTORIDAD NIEGA 
SU EXISTENCIA, EL JUEZ DEBE EXAMINARLA 
VERIFICANDO SI LA RESPONSABLE SE ENCONTRABA 
EN APTITUD LEGAL DE ATENDER A LO SOLICITADO. 
Ante el reclamo de actos de omisión, cuando la autoridad 
responsable los niegue bajo la justificación de que no 
estaba en posibilidades de actuar, el juzgador de amparo, 
en el capítulo de existencia de la sentencia respectiva, debe 
analizar precisamente este aspecto, es decir, si la autoridad 
se encontraba en condiciones y momento de contestar la 
solicitud de origen, o si el procedimiento respectivo estaba 
en estado de resolución, lo que, en su caso, podrá dar lugar 
al sobreseimiento por inexistencia de actos reclamados; 
cuestión que no implica el estudio de fondo, pues no 
involucra el análisis de la constitucionalidad de los actos.”2

En la ejecutoria que dio origen a la referida 

jurisprudencia, la Segunda Sala adujo que no basta con 

que se atribuya que la autoridad responsable no actuó, 

sino que es indispensable que exista la posibilidad, 

condiciones o aptitud de actuar y que ésta se haya 

incumplido.

Lo anterior pues cuando la responsable niega 

haber incurrido en la omisión reclamada, lo que en 

realidad implica es que: (i) sí actuaron, o (ii) no actuaron 

porque no estaban en condiciones de actuar.

Además señaló que cuando la autoridad sostiene 

que el acto reclamado no existe, la parte quejosa debe 

2 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 59, 
Octubre de 2018, Tomo I, página 926; Materia: Común, Registro digital 
2018110.
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probar lo contrario, lo que puede ocurrir dentro del juicio 

de amparo indirecto o incluso hasta la audiencia 

constitucional, como lo prevé el artículo 63, fracción IV3, 

de la Ley de Amparo.

Así, en el considerando correspondiente a la 

verificación de la existencia del acto, debe llevarse a 

cabo el análisis de la aptitud para actuar de la autoridad 

responsable, esto es, si se encontraba obligada a emitir 

una actuación; pues al tratarse el acto reclamado de una 

omisión, cuando la autoridad la niega bajo la justificación 

de que no estaba obligada de actuar, el juzgador debe 

verificar esta circunstancia, es decir, si esa autoridad 

debía o no efectuar una conducta.

Por tanto, concluyó la Sala, en el caso que los 

actos reclamados sean omisiones, la verificación de si la 

autoridad está en la aptitud de llevar a cabo cierta 

actuación debe hacerse al estudiar la existencia de dicha 

omisión, pues, en este tipo de actos no bastan las 

manifestaciones de la autoridad responsable, sino que el 

Juez debe verificar que realmente no estaba constreñida 

a su realización, por lo que la omisión está justificada y 

en consecuencia puede decretarse el sobreseimiento por 

inexistencia del acto. 

En sentido similar se pronunció también la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien 

señaló que para que se configure una omisión es 

imprescindible que exista el deber de realizar una 

conducta y que alguien haya incumplido con esa 

obligación, porque de esta manera las autoridades 

afectan a los ciudadanos, no sólo a partir de la 

3 “Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando:
(…)
IV. De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no 
existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia 
constitucional; y
(…)”
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realización de actos positivos, sino también a través de 

actos negativos u omisiones.

Asimismo, sostuvo que para que se actualice la 

omisión en que incurre una autoridad debe existir 

previamente la obligación correlativa, conforme lo 

dispongan las normas legales y constitucionales; por 

tanto, un acto omisivo atribuido a la autoridad será cierto 

o inexistente en función de las obligaciones y facultades 

constitucionales o legales que ineludiblemente está 

constreñida a realizar, sea en vía de consecuencia de un 

acto jurídico previo que lo origine, o bien, en forma 

aislada y espontánea sin que tenga como presupuesto 

una condición; y no simplemente por el sólo hecho de 

incurrir en la omisión por sí misma con criterios 

subjetivos.

Aunado a lo anterior, apuntó, para estar en aptitud 

de precisar la certeza o falsedad de un acto de 

naturaleza omisiva cuando se le imputa a determinada 

autoridad, debe acudirse en principio a las normas 

legales que prevén su competencia para verificar si en 

realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, 

antes de pronunciarse sobre una posible omisión es 

necesario identificar si existe obligación jurídica de 

actuar en la forma que la parte quejosa indica, porque de 

no ser así se llegaría a la conclusión errónea de que 

cualquier omisión reclamada fuera cierta soslayando la 

exigencia objetiva de que se debe obrar en determinado 

sentido, que después de todo puede servir como 

referencia para iniciar el análisis de certeza de los actos.

Los anteriores razonamientos derivan de las tesis 

aisladas 1a. XVII/2018 (10a.) y 1a. XXIV/98, de 

contenidos siguientes:
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“CONCEPTO DE OMISIÓN COMO ACTOS DE 
AUTORIDAD. Desde un punto de vista conceptual, la 
simple inactividad no equivale a una omisión. En el ámbito 
jurídico, para que se configure una omisión es 
imprescindible que exista el deber de realizar una conducta 
y que alguien haya incumplido con esa obligación. En este 
sentido, las autoridades no sólo pueden afectar a los 
ciudadanos a partir de la realización de actos positivos, sino 
también a través de actos negativos u omisiones.”4 

“ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA ESTAR EN 
APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, 
DEBE ACUDIRSE EN PRINCIPIO A LAS NORMAS 
LEGALES QUE PREVÉN LA COMPETENCIA DE LA 
AUTORIDAD PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA 
OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA 
EL QUEJOSO. Para que se actualice la omisión en que 
incurre una autoridad debe existir previamente la obligación 
correlativa, conforme lo dispongan las normas legales; por 
tanto, un acto omisivo atribuido a la autoridad, como puede 
ser que el presidente de la República, no haya sancionado 
un acuerdo expedido por un secretario de Estado, 
independientemente de las afirmaciones de la quejosa y las 
manifestaciones de la responsable, será cierto o 
inexistente, en función de las obligaciones y facultades 
constitucionales que ineludiblemente está constreñida a 
realizar, sea en vía de consecuencia de un acto jurídico 
previo que lo origine, o bien, en forma aislada y espontánea 
sin que tenga como presupuesto una condición; y no 
simplemente por el solo hecho de incurrir en la omisión por 
sí misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, 
para estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un 
acto de naturaleza omisiva cuando se le imputa a 
determinada autoridad, debe acudirse en principio a las 
normas legales que prevén su competencia para verificar si 
en realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, 
antes de pronunciarse sobre una posible omisión es 
necesario identificar si existe obligación jurídica de actuar 
en la forma que la quejosa indica, porque de no ser así se 
llegaría a la conclusión errónea de que cualquier omisión 
reclamada fuera cierta soslayando la exigencia objetiva de 
que se debe obrar en determinado sentido, que después de 
todo puede servir como referencia para iniciar el análisis de 
certeza de actos.”5 

Por tanto, cuando el acto reclamado sea de 

naturaleza omisiva, a fin de determinar su existencia, 

debe analizarse, en principio, que para que se configure 

una omisión es imprescindible que exista el deber de 

realizar una conducta y que se haya incumplido con esa 

obligación, la cual debe estar contenida en las normas 

4 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, 
Marzo de 2018, Tomo I, página 1092, Materia: Común, Registro: 2016418.
5 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, Tomo VII, 
Junio de 1998, página 53, Materia: Común, Administrativa, Registro: 196080. 
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constitucionales o legales que ineludiblemente está 

constreñida a acatar la autoridad responsable. 

Ahora, como se dijo, la parte quejosa reclama en 

este juicio del Director General y Sub Directora de 
Egresos, ambos del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas, la omisión de realizar el pago por concepto 

de devolución de cuotas, autorizado en el dictamen 

************, de veinte de febrero de dos mil 

veinticinco.

Aunado a lo anterior, en el capítulo de 

antecedentes de su escrito inicial de demanda de 

amparo, adujo que no se le ha realizado el pago de las 

cuotas acumuladas durante el periodo que se 

desempeñó como persona trabajadora, por lo que existe 

una omisión en realizar el pago de ese derecho. 

Ante lo dicho, las responsables, sí cuentan con 

atribuciones para realizar el pago de devolución de 

cuotas para el personal que cause baja definitiva, pues el 

artículo 34 de la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 

Zacatecas, establece:

“(REFORMADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2024)

Término para la devolución de cuotas

Artículo 34. El trabajador derechohabiente que cause baja 
definitiva, sin ser sujeto a pensionarse, tendrá derecho a la 
devolución de cuotas. Este derecho prescribirá a los tres 
meses contados a partir del día siguiente en que causó 
baja.”

De la anterior transcripción se aprecia que el 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado de Zacatecas, tiene la facultad 

para realizar el pago de la devolución de cuotas 
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conforme al ámbito de sus competencias; de ahí que se 

corrobore la certeza del acto que se les atribuye a las 

autoridades responsables.

CUARTO. Oportunidad. La demanda de amparo 

fue promovida oportunamente, en términos del artículo 

17 de la Ley de Amparo, toda vez que como se dijo, se 

reclama un acto de naturaleza omisiva, por lo que se 

entiende que se trata de una situación de tracto 

sucesivo, esto es, en tanto prevalezca, la parte quejosa 

está en condiciones de solicitar amparo.

Sirve de sustento a lo anterior, la tesis III.5o.C.21 K 

emitida por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Tercer Circuito, de rubro y contenido siguiente:

“DEMANDA DE AMPARO, TÉRMINO PARA 
INTERPONERLA TRATÁNDOSE DE ACTOS NEGATIVOS 
Y OMISIVOS. En los primeros la autoridad se rehúsa o 
rechaza expresamente obrar a favor de la pretensión del 
gobernado; en tanto que en los omisivos se abstiene de 
contestar la petición del particular ya sea en forma 
afirmativa o negativa. En ese contexto, se afirma que contra 
los actos negativos sí corre el término que prescribe el 
artículo 21 de la Ley de Amparo, en la medida de que el 
gobernado resiente una afrenta con la actitud de la 
autoridad de no complacerlo en los términos que éste 
pretende, situación que se consuma en el instante de la 
negativa y es lo que da la pauta para establecer, a partir de 
que se tenga conocimiento del mismo, el plazo a que alude 
el referido precepto; lo que no sucede con los actos 
omisivos, puesto que la abstención de actuar por parte de la 
autoridad, que es lo que produce el perjuicio, no se 
consuma en un solo evento, sino que se prorroga en el 
tiempo de momento a momento, razón por la cual en esta 
clase de actos no corre el término de referencia.”6

QUINTO. Causales de improcedencia. Previo al 

estudio de los conceptos de violación aducidos por la 

demandante del amparo, esta juzgadora se encuentra 

compelida a verificar la procedencia del juicio 

constitucional en términos del artículo 62 de la Ley de 

Amparo, de ahí que se debe analizar si en el caso se 

6 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Novena Época; Tomo XXI, 
Mayo de 2005; página 1451; Materia: Común; Registro: 178476 
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actualiza alguna causal de improcedencia, lo aleguen o 

no las partes, ya que su estudio es preferente y de 

actualizarse alguna quien resuelve se encontrará 

imposibilitada para analizar la constitucionalidad de los 

actos reclamados.

Al rendir su informe justificado, las autoridades 

responsables Director General y Sub Directora de 
Egresos, ambos del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Zacatecas, señalaron que el juicio de amparo es 

improcedente toda vez que la parte quejosa no agotó el 

principio de definitividad, pues en el caso procede el 

juicio contencioso administrativo ante el Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado, al tratarse de un 

asunto de seguridad social.

Es infundada la causal de improcedencia alegada.

A fin de justificar lo anterior, resulta pertinente 

invocar el artículo 61, fracción XX de la Ley de Amparo, 

que establece: 

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: (…)

XX. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser 
revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o 
proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de 
defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, 
revocados o nulificados, siempre que conforme a las 
mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos de 
oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio 
de defensa legal que haga valer el quejoso, con los mismos 
alcances que los que prevé esta Ley y sin exigir mayores 
requisitos que los que la misma consigna para conceder la 
suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que establece 
para el otorgamiento de la suspensión provisional, 
independientemente de que el acto en sí mismo 
considerado sea o no susceptible de ser suspendido de 
acuerdo con esta Ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de 
defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación, 
cuando sólo se aleguen violaciones directas a la 
Constitución o cuando el recurso o medio de defensa se 
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12

encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable 
contemple su existencia.

Si en el informe justificado la autoridad responsable señala 
la fundamentación y motivación del acto reclamado, operará 
la excepción al principio de definitividad contenida en el 
párrafo anterior; (…)”.

La anterior transcripción, evidencia la 

improcedencia del juicio de amparo, cuando se reclaman 

actos emitidos por autoridades distintas a los tribunales 

judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser 

revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o 

proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de 

defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, 

revocados o nulificados.

Ahora, el propio precepto señala que no existirá 

obligación de agotar tales medios de defensa cuando:

a) La ley que contemple el juicio, revisión del acto, 

recurso o medio de defensa, no contemple la suspensión 

de los efectos del acto reclamado, o los contemple con 

menores alcances que los que prevé la Ley de Amparo, 

o exigiendo mayores requisitos que los que la misma 

consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo 

mayor que el que establece para el otorgamiento de la 

suspensión provisional;

b) Cuando el acto reclamado carezca de 

fundamentación;

c) Cuando sólo se aleguen violaciones directas a la 

Constitución; o

d) Cuando el recurso o medio de defensa se 

encuentre previsto en un reglamento sin que la ley 

aplicable contemple su existencia.

Entonces, como ya se dijo, el acto reclamado en 

este juicio consiste en la omisión de realizar el pago a la 
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parte quejosa por concepto de devolución de cuotas, 

autorizado en el dictamen  ************, de veinte de 

febrero de dos mil veinticinco.

Luego, conviene establecer que la Ley del Instituto 

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado de Zacatecas, establece en sus artículos 156 

a 158, lo siguiente:

“Artículo 156

Medios de impugnación

En contra de los actos, omisiones o resoluciones de la 
Junta Directiva o del Director General, que afecten los 
intereses del trabajador derechohabiente o pensionado, 
procede el recurso de inconformidad, que deberá ser 
formulado en los términos del presente capítulo.

La resolución que ponga fin al recurso de inconformidad, 
podrá ser impugnada a través del juicio de nulidad ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado y 
Municipios de Zacatecas.

Artículo 157

Del recurso de inconformidad

El recurso de inconformidad deberá presentarse dentro de 
los diez días hábiles siguientes en que sea notificado el 
acto o resolución al interesado.

Artículo 158

Requisitos del recurso de inconformidad

El recurso de inconformidad deberá presentarse ante la 
Junta Directiva, cumpliendo con los siguientes requisitos:

I. Por escrito;

II. Precisar el nombre, denominación o razón 
social de quien o quienes promueven o, en su caso, el de 
su representante legal;

III. Domicilio para recibir notificaciones en el lugar 
de residencia del Instituto, así como el nombre de la 
persona o personas autorizadas para recibirlas;

IV. Acto impugnado y, en su caso, las fechas de 
la resolución y de su notificación;

V. La descripción clara y sucinta de los hechos o 
razones que dan motivo a la inconformidad;
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VI. La firma autógrafa del interesado o de su 
representante legal, a menos que no sepa o no pueda 
firmar, caso en el cual, se imprimirá su huella digital;

VII. Adjuntar al escrito los documentos que 
acrediten su personalidad; y

VIII. Las pruebas que se ofrezcan y estén 
relacionadas con el acto impugnado.

En un plazo no mayor a cinco días hábiles, contados a 
partir de la presentación del medio de impugnación, el área 
jurídica del ISSSTEZAC llevará a cabo una audiencia con el 
objeto de que el afectado ratifique su escrito y, de ser 
necesario, aporte nuevos medios de prueba.

Hecho lo anterior, turnará los autos al Director General para 
que éste los remita a la Junta Directiva, para que en un 
plazo no mayor a veinte días hábiles, emita la resolución 
que revoque o modifique el acto impugnado.”

Como se aprecia, la Ley del Instituto de Seguridad 

y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 

Zacatecas dispone que en contra de los actos, omisiones 

o resoluciones de la Junta Directiva o del Director 

General, que afecten los intereses del trabajador 

derechohabiente o pensionado, procede el recurso de 

inconformidad; el cual deberá presentarse ante la Junta 

Directiva del referido instituto, dentro de los diez días 

hábiles siguientes en que sea notificado el acto o 

resolución al interesado.

Luego, en un plazo no mayor a cinco días hábiles, 

contados a partir de la presentación del medio de 

impugnación, el área jurídica del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 

Zacatecas, llevará a cabo una audiencia con el objeto de 

que el afectado ratifique su escrito y, de ser necesario, 

aporte nuevos medios de prueba.

Finalmente, una vez ratificado el mismo, se 

turnarán los autos al Director General, quien a su vez los 

remitirá a la Junta Directiva para que, en un plazo no 

mayor a veinte días hábiles, emita la resolución que 

revoque o modifique el acto impugnado, la cual podrá ser 
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impugnada a través del juicio de nulidad ante el Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Estado y Municipios 

de Zacatecas.

Sin embargo, dicho recurso no contempla la 
posibilidad de suspender el acto reclamado, requisito 

indispensable para que proceda el principio de 

definitividad, ya que la propia Ley de Amparo dispone 

que el juicio de amparo será improcedente contra actos 

de autoridades distintas de los tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de 

oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda 

contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa 

legal por virtud del cual puedan ser modificados, 

revocados o nulificados, siempre que conforme a las 

mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos 

de oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o 

medio de defensa legal que haga valer la parte quejosa, 

con los mismos alcances que los que prevé esta Ley y 

sin exigir mayores requisitos que los que la misma 

consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo 

mayor que el que establece para el otorgamiento de la 

suspensión provisional, independientemente de que el 

acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de 

ser suspendido de acuerdo con la Ley de Amparo. 

En consecuencia, es infundada la causal de 

improcedencia que alegan las autoridades responsables, 

pues como se dijo, al no contemplar la ley ordinaria la 

suspensión del acto reclamado, la persona quejosa no 

se encuentra obligada a interponer el recurso de 

inconformidad contemplado en los artículos 156 a 158 de 

la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado de Zacatecas, previo a 

promover juicio de amparo.
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Por último, la parte quejosa no tenía obligación de 

recurrir la omisión reclamada previo a acudir al juicio de 

amparo; ello, en virtud de que aduce violaciones directas 

a los artículos 1, y 123, apartado B, fracción XI, inciso a) 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

En esa medida, si en los conceptos de violación 

expuestos en la demanda de garantías, únicamente se 

reclaman violaciones directas a la Constitución Federal, 

es inconcuso que no tenía la obligación de agotar los 

recursos ordinarios, previo a acudir a la acción 

constitucional; pues ese supuesto, cuando se reclama 

una violación directa a la Ley Suprema, constituye una 

excepción al principio de definitividad.

Al respecto, es dable citar la tesis, que establece: 

“DEFINITIVIDAD. EXCEPCIONES A ESE PRINCIPIO EN 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. De la interpretación 
literal y teleológica del artículo 107, fracciones III, IV, VII y 
XII, de la Constitución Federal, así como de los artículos 37, 
73, fracciones XII, XIII y XV y 114 de la Ley de Amparo y de 
los criterios jurisprudenciales emitidos al respecto por los 
Tribunales del Poder Judicial de la Federación, se deduce 
que no existe la obligación de acatar el principio de 
definitividad que rige el juicio de amparo indirecto, cuando 
se reclaman los siguientes actos: I. Los que afectan a 
personas extrañas al juicio o al procedimiento del cual 
emanan; II. Los que dentro de un juicio su ejecución sea de 
imposible reparación; III. Los administrativos respecto de los 
cuales, la ley que los rige, exija mayores requisitos que los 
que prevé la Ley de Amparo, para suspender su ejecución; 
IV. Los que importen una violación a las garantías 
consagradas en los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 
de la Constitución Federal; V. Leyes, cuando se impugnan 
con motivo del primer acto de aplicación; VI. Los que 
importen peligro de la privación de la vida, deportación o 
destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 
constitucional; VII. Actos o resoluciones respecto de los 
cuales, la ley que los rige no prevé la suspensión de su 
ejecución con la interposición de los recursos o medios de 
defensa ordinarios que proceden en su contra; VIII. Los que 
carezcan de fundamentación; IX. Aquellos en los que 
únicamente se reclamen violaciones directas a la 
Constitución Federal, como lo es la garantía de audiencia; y 
X. Aquellos respecto de los cuales los recursos ordinarios o 
medios de defensa legales, por virtud de los cuales se 
puede modificar, revocar o nulificar el acto reclamado, se 

V
E

R
O

N
IC

A
 A

R
A

C
E

L
I L

O
E

R
A

 R
A

U
D

A
L

E
S

706a6620636a663300000000000000000000b021
04/12/26 11:45:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de Amparo: 869/2026
Materia: Administrativa

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Zacatecas

17

encuentran previstos en un reglamento, y en la ley que éste 
regula no se contempla su existencia.”.7

Así como la diversa tesis:

“VIOLACIÓN DIRECTA A LA CONSTITUCION. NO HAY 
OBLIGACIÓN DE AGOTAR RECURSO O MEDIO 
DEFENSIVO LEGAL. CUANDO SE RECLAMA. Es 
incorrecto sobreseer en el juicio de garantías, por 
considerar que en la especie se actualiza la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XV, en 
relación con la fracción III del artículo 74, de la Ley de 
Amparo, por no haberse agotado el principio de 
definitividad, cuando se plantea en la demanda de amparo 
una violación directa de la Constitución, y específicamente 
respecto de las garantías contenidas en sus artículos 14 y 
16; pues en el caso se adujo el quebranto de la garantía de 
audiencia por no haber sido oído previamente, 
conminándole la autoridad responsable a reubicar su 
negocio. Mediante orden carente de la fundamentación y 
motivación legal, al no contener los razonamientos, que en 
relación con los artículos legales que se invocan, llevaron a 
la autoridad responsable a concluir en la determinación que 
se le reclamó; cuestiones éstas, contra las cuales resulta 
procedente su reclamo en forma directa, mediante la acción 
constitucional, sin necesidad de agotar recurso o medio 
defensivo legal anticipadamente.”8

Luego, conforme a las razones expuestas es 

factible arribar a la conclusión de que, en el caso 

concreto, no se actualiza la causa de improcedencia de 

mérito.

Ahora bien, toda vez que no existen diversas 

causales de improcedencia alegadas por las partes, ni 

se advierte alguna de oficio, lo procedente es entrar al 

análisis constitucional del acto reclamado.

SEXTO. Estudio. No se transcribirán los conceptos 

de violación hechos valer, pues la formalidad que sobre 

el dictado de las sentencias de amparo impone el 

artículo 74 de la Ley de Amparo, en relación con el 170 

del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

7 2a. LVI/2000, visible en la página ciento cincuenta y seis, tomo XII, julio de dos 
mil 2000, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época.
8 Tesis VIII.1o.28 K, emitida por el entonces Primer Tribunal Colegiado del 
Octavo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, tomo XV-
I, febrero de mil novecientos noventa y cinco, en la página doscientos ochenta y 
cinco.
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Familiares, de aplicación supletoria, se refiere a los 

principios de congruencia y exhaustividad, los cuales se 

satisfacen por la autoridad de orden constitucional, 

cuando precisa los puntos sujetos a debate, los estudia y 

les da respuesta vinculada y correspondiente a los 

planteamientos de legalidad o constitucionalidad 

efectivamente planteados en el pliego correspondiente, 

sin introducir aspectos distintos a los que conforman la 

litis y en ese contexto, se reitera, ninguna afectación se 

causa por la simple falta de transliteración.

Precisado lo anterior, en el caso se estudiará el 

acto reclamado supliendo la deficiencia de la queja, en 

términos de la jurisprudencia P./J. 105/2008, del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA 
DE TRABAJO. OPERA EN FAVOR DEL TRABAJADOR 
CUANDO EL ACTO RECLAMADO AFECTE ALGÚN 
INTERÉS FUNDAMENTAL TUTELADO POR EL 
ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Al 
establecer el artículo 76 bis de la Ley de Amparo las 
hipótesis en que se aplica la suplencia de la queja 
deficiente en cada una de las materias en las que procede 
el juicio de amparo, precisa que en materia de trabajo dicha 
suplencia sólo opera a favor del trabajador. Así, para 
establecer cuándo en un juicio de amparo en esta materia 
debe suplirse la queja deficiente de los planteamientos 
formulados en los conceptos de violación de la demanda de 
amparo, o bien, de los agravios expresados en el recurso 
correspondiente, debe atenderse preferentemente a dos 
elementos, a saber: 1) a la calidad del sujeto que promueve 
el amparo o interpone el recurso, quien debe ser trabajador; 
y, 2) a la naturaleza jurídica del acto reclamado materia de 
la controversia en el juicio de garantías, que se determina 
por el bien jurídico o interés fundamental que se lesiona con 
dicho acto, es decir, debe afectar directa e inmediatamente 
alguno de los derechos fundamentales consagrados en el 
artículo 123 de la Constitución Federal que surgen de la 
relación obrero-patronal y sus conflictos. De esta manera, 
para que el órgano de control constitucional esté obligado a 
aplicar la institución de la suplencia de la deficiencia de la 
queja, sólo debe atenderse a los dos elementos anteriores, 
sin importar el origen del acto reclamado, es decir, si deriva 
de un conflicto obrero-patronal, de un acto administrativo, 
de una ley o de un reglamento, por lo que si en el caso, un 
trabajador impugna un acto que afecta un bien jurídico o 
interés fundamental consagrado en su favor por las normas 
constitucionales, como lo son las garantías mínimas de 
seguridad social previstas en la Ley del Instituto de 
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Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, debe concluirse que procede suplir la deficiencia de 
la queja.”9

Esencialmente la parte quejosa aduce que la 

omisión reclamada viola en su perjuicio su derecho a la 

seguridad social, consagrado en el artículo 123, apartado 

B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, pues se ve impedida para 

cubrir sus necesidades esenciales y las de su familia.

Dicho motivo de inconformidad es esencialmente 
fundado.

Para corroborar lo anterior, es necesario citar el 

artículo 17 de Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que, en lo que interesa, dispone:

"Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí 
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 
por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su 
servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, 
prohibidas las costas judiciales"

Del análisis del precepto de referencia se advierte 

que en él se establece:

a) Un derecho a la justicia que tiene todo 

gobernado de acudir ante los órganos jurisdiccionales 

previamente establecidos para el efecto de obtener una 

resolución debidamente fundada y motivada sobre una 

pretensión, y en su caso, la ejecución forzosa de lo 

juzgado.

b) La obligación por parte de las autoridades 

jurisdiccionales de conocer, substanciar y resolver los 

juicios que se diriman ante ellas.

9 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXVIII, Octubre de 
2008, página 63, Registro digital 168545.
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c) Que dicha impartición de justicia deberá 
efectuarse dentro de los plazos previamente 
establecidos en las leyes adjetivas aplicables al 
caso. Es decir, que tanto los actos procesales que 
practiquen los órganos jurisdiccionales, como las 
resoluciones que éstos emitan, ya sean acuerdos o 
sentencias, se deben realizar dentro de los términos 
establecidos en las legislaciones procesales y de 
manera completa e imparcial.

Sirve de apoyo la tesis 2a. L/2002, de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a 

la letra dice:

“ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS 
PRINCIPIOS QUE INTEGRAN AQUEL DERECHO 
PÚBLICO SUBJETIVO, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN 
OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN 
ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La 
garantía individual o el derecho público subjetivo de acceso 
a la impartición de justicia, consagra a favor de los 
gobernados los siguientes principios: 1. Justicia pronta, que 
se traduce en la obligación de las autoridades encargadas 
de su impartición, de resolver las controversias ante ellas 
planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal 
efecto se establezcan en las leyes; 2. Justicia completa, 
consistente en que la autoridad que conoce del asunto 
emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los 
aspectos debatidos, cuyo estudio sea necesario; y garantice 
al gobernado la obtención de una resolución en la que, 
mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se 
resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le 
garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. 
Justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una 
resolución, no sólo apegada a derecho, sino, 
fundamentalmente, que no dé lugar a que pueda 
considerarse que existió favoritismo respecto de alguna de 
las partes o arbitrariedad en su sentido; y 4. Justicia 
gratuita, que estriba en que los órganos del Estado 
encargados de su impartición, así como los servidores 
públicos a quienes se les encomienda dicha función, no 
cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la 
prestación de ese servicio público. Ahora bien, si dicha 
garantía está encaminada a asegurar que las autoridades 
encargadas de aplicarla, lo hagan de manera pronta, 
completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades 
que se encuentran obligadas a la observancia de la 
totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas 
que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, 
las que en su ámbito de competencia tienen la atribución 
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necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos 
sujetos de derecho, con independencia de que se trate de 
órganos judiciales, o bien, sólo materialmente 
jurisdiccionales.10”

De lo anterior se deduce que la administración de 

justicia a la que están obligadas las instituciones que 

realice actos materialmente jurisdiccionales deben 

ejercer tal impartición, en los términos y plazos que 

establezca la ley que los rija. 

Así, del texto constitucional se advierte que la 

administración de justicia completa debe estar presente 

en todo momento al resolverse en definitiva por parte de 

la responsable el asunto puesto ante su jurisdicción. 

Lo expuesto, debe entenderse referido al dictamen 

************, de veinte de febrero de dos mil 

veinticinco, que tiene el fin de que se realice el pago de 

la devolución de cuotas ahí referido. 

En concordancia con lo anterior y en relación con 

los términos y plazos establecidos en la ley aplicable al 

caso concreto, es necesario transcribir el contenido del 

artículo 34 de la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 

Zacatecas, que dispone:

“(REFORMADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2024)

Término para la devolución de cuotas

Artículo 34. El trabajador derechohabiente que cause baja 
definitiva, sin ser sujeto a pensionarse, tendrá derecho a la 
devolución de cuotas. Este derecho prescribirá a los tres 
meses contados a partir del día siguiente en que causó 
baja.

El ISSSTEZAC deberá devolver las cuotas en un plazo que 
no deberá exceder de dieciocho meses posteriores a la 
fecha en que reciba la solicitud de devolución.”

10 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Novena Época, publicada en 
la página 299, tomo XV, Mayo de 2002.
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Del precepto citado, se advierte el proceso para la 

devolución de cuotas, por lo que resulta relevante 

destacar los siguientes puntos al respecto:

A. Que el trabajador derechohabiente cause baja 

definitiva.

B. El término para solicitarlo: dentro de los tres 
meses a partir del día siguiente en que causó baja el 

derechohabiente. 

C. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado de Zacatecas 

(ISSSTEZAC), deberá realizar la devolución de cuotas 

de los trabajadores dentro de un plazo máximo de 

dieciocho meses, contados a partir de que reciba la 

solicitud de devolución. 

En este tenor, el requisito de prontitud en la 

impartición de justicia tiene como elemento esencial que 

la continuación de los procedimientos sea dentro de los 

plazos y términos que fijan las leyes, siendo por ello 

requisito indispensable que se acredite con los medios 

probatorios idóneos y suficientes tal supuesto.

En las condiciones apuntadas, la devolución de 

cuotas que aportó durante el tiempo que prestó sus 

servicios, aprobada mediante dictamen  ************, 

de veinte de febrero de dos mil veinticinco, se considera 

como un acto negativo, pues se pretende demostrar la 

inconstitucionalidad, por parte de la autoridad 

responsable respecto de la omisión reclamada.

Cabe aclarar que las conductas de carácter 

omisivas tildadas de inconstitucionales deben 

considerarse como actos que en sí mismos no son 

violatorios de la Constitución Federal, lo que implica que, 
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por su propia naturaleza, necesitan demostrarse y 

justificarse con algún medio de prueba idóneo y 

suficiente.

Así, esta Juzgadora estima que para acreditar la 

inconstitucionalidad del acto negativo señalado en esta 

vía, por no ser un acto inconstitucional en sí mismo, es 

necesario que se demuestren algunos requisitos, a 

saber: que realmente exista un procedimiento para la 

devolución de cuotas, que dicho procedimiento se 

encuentre en el estadio para ser pagado; y, que haya 

trascurrido el término que la Ley del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado de Zacatecas, señale para emitir el pago. 

Entonces se debe verificar si en los autos del 

presente juicio se encuentran acreditados dichos 

aspectos.

1) Que realmente exista un procedimiento para 
la devolución de cuotas. 

Este aspecto en particular se demuestra mediante 

el dictamen ************, de veinte de febrero de dos 

mil veinticinco, emitido por la suplente de la Dirección de 

Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado de Zacatecas. 

Documental a la que se concede valor probatorio 

pleno en términos de lo dispuesto en los artículos 311 y 

312 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 

por disposición expresa de su numeral 2º

De éste se desprende que la impetrante causó 

baja por desincorporación el treinta de septiembre de 
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dos mil veinticuatro, y por ende, solicitó mediante 

escrito de veintiocho de octubre del mismo año, la 

devolución de cuotas. 

2) Que dicho procedimiento se encuentre en el 
estadio para ser pagado. 

Con relación a este punto, se advierte la existencia 

del dictamen ************, de veinte de febrero de dos 

mil veinticinco, relacionado en el requisito que antecede. 

Documento que como se advierte de su contenido en el 

considerando cuarto, se determinó como monto 

acumulado de cuotas, la cantidad de de $********** 

(****** ************ *** *********** ***** pesos  **/100 

moneda nacional).

3) Que haya trascurrido el término que la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado de Zacatecas señale 
para emitir el pago.

Finalmente, el dictamen  ************, de veinte 

de febrero de dos mil veinticinco, como se aprecia del 

contenido del mismo, es resultado de la solicitud de 

devolución de cuotas presentada por la parte quejosa el 

veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro.

Por lo que de conformidad con el artículo 34 de la 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado de Zacatecas, la devolución de 

cuotas se debió a hacer, a más tardar, dentro de un 

plazo de dieciocho meses, contados a partir de que 

reciba la solicitud de devolución (veintiocho de octubre 

de dos mil veinticuatro). 

Ahora bien, en el caso concreto, como ya quedó 

justificado, la persona quejosa causó baja por 
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desincorporación el treinta de septiembre de dos mil 

veinticuatro, y el veinte de febrero de dos mil veinticinco, 

se determinó que tiene derecho a la devolución de las 

cuotas que generó durante el tiempo que prestó servicio, 

sin que a la fecha le hayan pagado; por tanto se tiene 

por demostrada la omisión aquí reclamada, puesto que 

se debió haber efectuado el pago, dentro de un plazo 

máximo de dieciocho meses, posteriores a su solicitud 

de devolución.

Sin que la fecha en que se resuelve el presente 

juicio de amparo, se demostrara haber efectuado el pago 

a la aquí quejosa.

Por tanto, es evidente que las autoridades 

responsables de manera dogmática y sin fundamento 

legal alguno, han sido omisas en realizar el pago de 

devolución de cuotas derivado de la baja definitiva por 

término de gestión de la parte quejosa; lo que implica 

que de manera injustificada ha vulnerado el derecho 

humano a la previsión social contenido en el artículo 123, 

apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues ha sido 

omisa en realizar el pago de devolución de cuotas del 

impetrante, la cual debía realizarse en un plazo máximo 

de dieciocho meses, a partir de la fecha en que se 

recibiera su solicitud.

Como consecuencia de lo anterior, la omisión en el 

pago de devolución de cuotas derivado de la baja por 

desincorporación de la parte quejosa deviene 

inconstitucional, por lo que se concede el amparo y 
protección constitucional solicitado por  ***** 
******** *** *** ******.
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SÉPTIMO. Efectos de la protección 
constitucional. En términos del numeral 77, fracción II 

de la Ley de Amparo, se debe conminar a las 

autoridades responsables Director General y Sub 
Directora de Egresos, ambos del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado de Zacatecas, para que realicen lo 

siguiente: 

- Procedan a realizar las gestiones pertinentes y 

eficaces con la finalidad de que, de inmediato, se 

realice la devolución a la quejosa  ***** ******** *** 

*** ******, de las cuotas por concepto de baja por 

desincorporación, ordenadas en el dictamen 

************, de veinte de febrero de dos mil 

veinticinco, emitido por la Suplente de la Dirección de 

Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado de Zacatecas, a la que tiene derecho y que no le 

han sido pagadas.

Por lo expuesto y fundado, se

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege 
a ***** ******** *** *** ******, contra la omisión de 

realizar el pago por concepto de devolución de cuotas, 

autorizado en el dictamen  ************, de veinte de 

febrero de dos mil veinticinco, que reclamó del Director 
General y Sub Directora de Egresos, ambos del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado de Zacatecas, por las 

consideraciones expuestas en el último considerando de 

esta sentencia y para los efectos precisados en la parte 

final del mismo.
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Notifíquese.

Así lo resolvió y firma electrónicamente la 

licenciada María Citlallic Vizcaya Zamudio, Jueza 

Segundo de Distrito en el Estado de Zacatecas, asistida 

de la secretaria de juzgado, licenciada Verónica Araceli 
Loera Raudales, con quien actúa y da fe. Doy fe. 

MECR

FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
(Se anexan evidencias criptográficas)

La Secretaria del Juzgado hace constar y CERTIFICA: que la 
audiencia constitucional y su resolución que anteceden dio inicio en la 
hora señalada en dicha acta, no obstante, es firmada electrónicamente 
con posterioridad a su conclusión, como se advierte de las evidencias 
criptográficas correspondientes, atendiendo a la carga de trabajo de este 
juzgado y al funcionamiento del propio Sistema Integral de Seguimiento 
de Expedientes (SISE). DOY FE.

…
……
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aEl tres de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Veronica Araceli

Loera Raudales, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Segundo de
Distrito en el Estado de Zacatecas, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


